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los párrafos 1 y 2 del artículo 17». La ha simplificado
también suprimiendo la frase «con miras a resolver sus
diferencias», considerada innecesaria puesto que el ob-
jeto de las consultas y negociaciones se expone ya en el
párrafo 1 del artículo 17.

100. El párrafo 3 del artículo 18 sigue al del párrafo 3
del artículo 17. El Comité de Redacción se ha pregunta-
do si no bastaría con hacer referencia al párrafo 3 del ar-
tículo 17 para prever el plazo de seis meses. Como, de
todos modos, el punto de partida de este plazo no es el
mismo en las situaciones previstas en los artículos 17 y
18, ha considerado preferible redactar una disposición
distinta sobre la cuestión, a fin de que quede bien claro
que en el contexto del artículo 18 los seis meses comien-
zan a contar a partir del momento de la solicitud de con-
sultas y negociaciones.

101. Finalmente, el título del artículo 18 se ha redacta-
do en términos neutros, con el fin de no hacer pensar
que el Estado que proyecta las medidas ha podido in-
cumplir las obligaciones enunciadas en el artículo 12.

102. El Sr. EIRIKSSON sugiere que, en el párrafo 1,
se sustituyan las palabras «que aplique las disposiciones
del artículo 12» por las palabras «que haga una notifica-
ción conforme al artículo 12» y, con el deseo de lograr
mayor precisión que, en el párrafo 2, se sustituyan las
palabras «los Estados interesados» por «los dos
Estados».

103. El Sr. KOROMA estima que habría que armoni-
zar los artículos 15 y 18 habida cuenta del acuerdo a que
se ha llegado sobre el artículo 15.

104. El Sr. Sreenivasa RAO no pone objeciones al tex-
to propuesto para el artículo 18 aunque la redacción no
sea muy acertada desde el punto de vista de la cronolo-
gía de los acontecimientos, que se desarrollan en dos
tiempos. En un primer tiempo un Estado proyecta medi-
das que, a su juicio, no tendrán efectos perjudiciales
apreciables para los demás Estados del curso de agua y
por lo tanto las pone en práctica; en un segundo tiempo
los otros Estados del curso de agua temen los efectos
perjudiciales y solicitan la aplicación del artículo 12.
Ahora bien, no es ésta la sucesión de los acontecimien-
tos prevista en el artículo 18.

105. El Sr. TOMUSCHAT (Presidente del Comité de
Redacción) dice que, naturalmente, los artículos 15 y 18
deberán armonizarse. La fórmula adoptada para el ar-
tículo 15 se recogerá en el párrafo 1 del artículo 18, co-
mo sigue: «La petición irá acompañada de una exposi-
ción documentada de las razones en que se funde esa
convicción». De igual modo, en el párrafo 2 el final de
la primera oración dirá: «le presentará una exposición
documentada de las razones en que se funde esa conclu-
sión». La diferencia entre los párrafos 1 y 2, es decir, el
empleo de los términos «convicción» y «conclusión» se
explica por el hecho de que el Estado a que se refiere el
primer caso abriga vagos temores mientras que el Esta-
do que proyecta las medidas posee datos e informa-
ciones concretas de las que puede sacar una conclusión.

106. En respuesta al Sr. Eiriksson, el Presidente del
Comité de Redacción precisa que el Comité ha evitado
deliberadamente, en la primera frase del párrafo 1, exi-
gir al Estado que proyecta las medidas que haga una no-

tificación conforme al artículo 12. Este Estado debe an-
te todo evaluar la situación, como se prevé también en el
artículo 12: sólo después podrá haber una notificación.
El párrafo 1 enuncia pues la obligación general de apli-
car el artículo 12 en varios tiempos. Si el Estado que
proyecta las medidas estima que no tendrán efecto per-
judicial apreciable, no hará la notificación. Los
términos utilizados se han elegido tras madura reflexión
y su modificación podría sor fuente de errores. En cam-
bio, la segunda propuesta del Sr. Eiriksson parece acep-
table. Es posible que haya más de dos Estados interesa-
dos, y el artículo 18 en su conjunto no prevé más que
una relación bilateral. Habida cuenta de las modifica-
ciones introducidas en el mismo sentido en el artículo 17
la expresión «los Estados interesados» será sustituida
pues por «los dos Estados».

107. El PRESIDENTE dice que, de no haber obje-
ciones, considerará que la Comisión decide aprobar
provisionalmente el artículo 18 [14] tal como ha sido
modificado.

Así queda acordado.

Queda aprobado el artículo 18 [14].

TÍTULOS DE LAS PARTES II Y III DEL PROYECTO DE ARTÍCULOS

108. El PRESIDENTE dice que, si no hay objeciones,
considerará que la Comisión decide aprobar provi-
sionalmente los títulos propuestos por el Comité de Re-
dacción para las partes II y III del proyecto de artículos:
«Principios generales» y «Medidas proyectadas», res-
pectivamente.

Quedan aprobados los títulos de las partes II y III del
proyecto de artículos.

Se levanta la sesión a las 13.10 horas.
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Responsabilidad internacional por las consecuencias
perjudiciales de actos no prohibidos por el derecho
internacional (continuación*) (A/CN.4/3841, A/
CN.4/405% A/CN.3/413% A/CN.4/L.420, seec.D4)

[Tema 7 del programa]

CUARTO INFORME DEL RELATOR
ESPECIAL (continuación)

ARTÍCULO 1 (Ámbito de aplicación de los presentes ar-
tículos),

ARTÍCULO 2 (Términos empleados),
ARTICULO 3 (La atribución),
ARTÍCULO 4 (Relación entre los presentes artículos y

otros convenios internacionales),
ARTÍCULO 5 (Falta de efecto sobre otras normas del de-

recho internacional),
ARTÍCULO 6 (La libertad de acción y sus límites),
ARTÍCULO 7 (La cooperación),
ARTÍCULO 8 (La participación),

ARTÍCULO 9 (La prevención) y
ARTÍCULO 10 (La reparación)5 (continuación)

1. El Sr. HAYES da las gracias al Relator Especial por
su cuarto informe exhaustivo y bien documentado
(A/CN.4/413) y por el proyecto de artículos que con-
tiene, de los cuales los cinco primeros son una revisión
de los textos examinados en el período de sesiones ante-
rior.

2. A su juicio, el principio sic utere tuo ut alienum non
laedas constituye la base conceptual del tema. Ese prin-
cipio significa reconocer que un acto, aunque en sí sea
lícito, puede no obstante ser fuente de un daño potencial
o real que haga necesaria la adopción de medidas de pre-
vención y reparación. El proyecto de artículos constitu-
ye el instrumento para la aplicación efectiva de ese
principio.

3. El Sr Hayes está de acuerdo con la conclusión
(ibid., párrs. 1 a 7) a que llega el Relator Especial en
cuanto a que no sólo sería inconveniente sino también
imposible elaborar una lista de actividades a las que se
aplicaría el proyecto de artículos. Ahora bien, le preocu-
pa que el proyecto de artículos haga demasiado hincapié
en el elemento riesgo. Los conceptos de «riesgo», «ries-
go apreciable» y «actividades de riesgo» se definen en el
proyecto de artículo 2 y se incluyen en los artículos sus-
tantivos. La definición de esos conceptos es tal que limi-
tará significativamente el ámbito de aplicación de los
artículos. Algunos párrafos del informe aumentan su
preocupación, como la declaración de que «se trataría

* Reanudación de los trabajos de la 2049.' sesión.
1 Reproducido en Anuario... 1985, vol. 11 (primera parte)/Add.I.
2 Reproducido en Anuario... 1987, vol. II (primera parte).
1 Reproducido en Anuario... ¡988, vol. II (primera parte).
' El examen del presente tema se basa en parte en el plan esquemáti-

co presentado por el anterior Relator Especial, R. Q. Quentin-Baxter,
a la Comisión en su 34.° período de sesiones; el plan esquemático se
reproduce en Anuario... 1982, vol. II (segunda parte), págs. 88 a 90,
párr. 109, y las modificaciones hechas al texto se indican en
Anuario... 1983, vol. II (segunda parte), pág. 93, párr. 294.

5 Para el texto, véase 2044.• sesión, párr. 13.

de un riesgo que ofrece una probabilidad más elevada
que la normal de producir [...] un daño trasfronterizo»
(ibid., párr. 30) y la de que «y es precisamente por el
riesgo creado —superior al normal en otras actividades
humanas— [...]» (ibid., párr. 44).

4. En el inciso a del proyecto de artículo 2, la defini-
ción del «riesgo» está limitada al «empleo» de ciertas
cosas de modo que se excluyen tanto las actividades que
no se refieren a cosas como las actividades que si bien se
refieren a cosas no entrañan su empleo. De ahí resulta
una definición limitada que se refleja más adelante en la
definición de «riesgo apreciable» y «actividades de ries-
go». Por su parte, los tres términos contribuyen a limi-
tar el alcance de los artículos sustantivos. La inclusión
del riesgo entre los elementos para identificar las activi-
dades comprendidas en el proyecto limitaría indebida-
mente las circunstancias que dan lugar a las obligaciones
previstas en los artículos. Por ello, insta a la Comisión a
que vuelva a considerar esa cuestión aunque sólo sea a la
luz del principio a que ella se refería en las conclusiones
a que llegó en su período de sesiones anterior, de que no
debía permitirse que víctimas inocentes soportaran las
pérdidas resultantes de daños trasfronterizos6.

5. En cuanto a la cuestión de si deben incluirse las acti-
vidades contaminantes en el proyecto de artículos, la
principal consideración que cabe hacer es que tales acti-
vidades no deberían quedar entre dos regímenes; debe-
rían dar lugar ya sea a los recursos resultantes de viola-
ciones del derecho internacional o a las obligaciones de-
rivadas del proyecto de artículos. Sin embargo, el pro-
yecto de artículo 1, tal como está redactado, abarca a su
juicio las actividades de contaminación en la medida en
que no son actos prohibidos por el derecho interna-
cional. Sin embargo, se sigue planteando la cuestión del
establecimiento de la causalidad, sobre todo en el caso
de la contaminación procedente de distintas fuentes o la
contaminación acumulativa. El proyecto de artículos
sólo contribuiría a solucionar esas cuestiones indirecta-
mente y en otra parte del futuro instrumento.

6. Los proyectos de artículos 6 a 10, que constituyen el
capítulo II del proyecto, están en consonancia con las
conclusiones a que llegó la Comisión en su período de
sesiones anterior. A su juicio, la declaración de princi-
pios que figura en ese capítulo es una primera medida a
la que habrán de seguir otras disposiciones más detalla-
das en que se indiquen medidas prácticas. Está de acuer-
do en que el capítulo II debe establecer sólo algunos
principios expresados en forma concreta; su texto po-
dría mejorarse manteniendo sólo el tenor de los artícu-
los 6, 7, 9 y 10, y suprimiendo el artículo 8, que trata de
la participación. Sería más apropiado que esta disposi-
ción se incluyera en una sección ulterior del proyecto de
artículos en la que se indicaran con mayores detalles las
medidas prácticas.

7. En lo que respecta a la relación entre prevención y
reparación (ibid., párrs. 103 a 111), considera que am-
bos elementos constituyen obligaciones diferentes que
corresponden a etapas diferentes de la responsabilidad.
Esas obligaciones son necesarias y no hay motivo para
que una predomine sobre otra o dependa de ella. La

'Véase Anuario... 1987, vol. Il (segunda parte), pág. 51,
párr. 194 din).
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obligación se hace necesaria en razón del daño, poten-
cial o real. La obligación de reparar surge como conse-
cuencia de que ha ocurrido un daño real y no como san-
ción por no haber impedido ese daño, lo que, por su-
puesto, no es ignorar que la existencia de la obligación
de reparar un daño concreto será un estímulo para la
prevención. En resumen, el orador apoya la idea del Re-
lator Especial de dar igual importancia a la prevención
que a la reparación (ibid., párr. 105).

8. Volviendo a los textos de los artículos, la nueva ver-
sión del proyecto de artículo 1 le parece mejor que la an-
terior (véase A/CN.4/405, párr. 6). Se ha logrado una
mayor exactitud al sustituir la palabra «territorio» por
la de «jurisdicción». Sin embargo, al omitir toda refe-
rencia al territorio, el texto actual se refiere a las activi-
dades bajo el control efectivo de un Estado. Por ello,
ese texto puede llevar a una interpretación no deseada,
la de que se refiere a actos semejantes a los actos de
Estado. Es cierto que esa redacción se ha tomado del
Principio 21 de la Declaración de Estocolmo7, pero seria
necesario aclarar el texto para evitar esa interpretación
no deseada.

9. A la luz de la definición de «daño transfronterizo»
que figura en el apartado c del proyecto de artículo 2, el
Sr. Hayes teme que el artículo 1 no sea lo suficientemen-
te amplio como para abarcar los casos de daño sufrido
como resultado de consecuencias físicas, por ejemplo,
en el espacio ultraterrestre, en la alta mar, o en los fon-
dos marinos, a menos que hubiera después realmente un
efecto perjudicial en el ámbito de jurisdicción de otro
Estado, y que no sólo afectara a personas sujetas a esa
jurisdicción. Le parece que la palabra «jurisdicción» no
es la que ha de emplearse respecto de zonas en las que
sólo se disfruta de derechos, como el espacio ultra-
terrestre o la alta mar. El Relator Especial analiza esta
cuestión en su informe (A/CN.4/413, párr. 51), aunque
quizá no con la suficiente amplitud.

10. En cuanto a la terminología, está de acuerdo en
que el texto inglés la palabra «harm» es mejor que la pa-
labra «injury». En cambio, no tiene preferencia marca-
da por el empleo ya sea de «source State» o de «State of
origin». Por último, le parece que se debería tratar de
encontrar plalabras más adecuadas que «spheres» o
«places».

11. En el proyecto de artículo 3, comprende el motivo
por el que se han incluido las palabras «o tuviere los me-
dios de conocer», que el Relator Especial indica en su
informe (ibid., párrs. 69 y 70). Como la disposición se
basa en el supuesto de que el Estado tiene los medios de
conocer, salvo prueba en contrario, puede aceptar ese
texto. Sin embargo, existe realmente la posibilidad de
que la víctima inocente de una actividad que causa efec-
tos transfronterizos perjudiciales deba soportar la pérdi-
da, por lo que convendría reflexionar más acerca del
peligro de dejar esa laguna en la disposición.

12. Convendría redactar nuevamente el artículo 6 para
ajustar más estrechamente su texto al del Principio 21 de
la Declaración de Estocolmo y lograr una mayor unifor-
midad con el proyecto de artículo 1.

13. En una oportunidad anterior sugirió que el conte-
nido del artículo 8 se incluyera en otra sección del pro-
yecto. De no ser ello aceptable para el Relator Especial,
el texto del artículo 8 podría refundirse con el párrafo 1
del proyecto de artículo 7, cuyo segundo párrafo no pa-
rece necesario.

14. El proyecto de artículo 9 debería ser más breve,
terminando con la palabra «actividad». La primera ora-
ción del proyecto de artículo 10 no parece ser expresión
fiel del propósito del Relator Especial (ibid., párr. 112).
En términos generales, este artículo debe indicar en pri-
mer término que tras el daño el Estado de origen debe
ofrecer reparación a la víctima inocente y, en segundo
término, que la naturaleza y la amplitud de la repara-
ción serán determinadas por los Estados interesados de
conformidad con criterios que figuren en otra parte del
proyecto de artículos.

15. Para terminar, dice que los artículos podrían remi-
tirse al Comité de Redacción para que los examine a la
luz del debate.

16. El Sr. BENNOUNA, tras felicitar al Relator Espe-
cial por su hábil tratamiento de un tema extremadamen-
te difícil, dice que, a su juicio, el proyecto se funda en
cuatro conceptos. El primero de ellos es la obligación de
negociar. Como ha señalado el Relator Especial en su
cuarto informe, el proyecto está encaminado a «impul-
sar a los Estados a buscar acuerdos de régimen para la
actividad, y en el ínterin establecer ciertos deberes
elementales, generales, de mínima exigencia»
(A/CN.4/413, párr. 5). El objetivo es formular un
acuerdo marco de la misma índole que el proyecto de
artículos sobre el derecho de los usos de los cursos de
agua internacionales para fines distintos de la navega-
ción, y el progreso logrado en este último tema repercu-
tirá positivamente en la presente labor.

17. No es de sorprender que la obligación de negociar
tome cuerpo en situaciones que dan lugar a obligaciones
de carácter muy general —de la índole llamada «obliga-
ción blanda»— y en situaciones en las que el progreso
técnico hace surgir nuevas normas. Se ha de alentar a los
Estados interesados a conciliar sus respectivos intereses
mediante el acuerdo, sobre la base de principios genera-
les y consideraciones de equidad. La CU ha adoptado
esta posición respecto al desarrollo del nuevo derecho
del mar en los asuntos relativos a la Plataforma conti-
nental del mar del Norte* y a la Competencia en materia
de pesquerías (Reino Unido c. Islandiaf.

18. El segundo concepto básico es el de que la causa de
la obligación de negociar es el hecho de que se indivi-
dualice una actividad de riesgo. En su cuarto informe, el
Relator Especial señala que:

[...] El presente proyecto se encuentra en el momento en que un Es-
tado, habiendo individualizado una actividad de riesgo en su interior,
advierte que la continuación de esa actividad lo coloca, junto con los
eventuales Estados afectados, en una situación nueva. (Ibid., párr. 4.)

Una vez individualizada una actividad de riesgo, se
plantean varias cuestiones concretas sobre las cuales na-
da dice el proyecto de artículos. Una de ellas es la de si
se ha de dejar que el Estado de origen individualice la

7 Véase 2044." sesión, nota 8.
' CU. Recueil I969, pág. 3.
' CU., Recueil 1974, pág. 3.
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actividad; otra, si se ha de hacer una distinción entre las
actividades existentes y las nuevas actividades.

19. El tercer concepto básico es el de que la actividad
de riesgo se define mediante una referencia a sus po-
sibles consecuencias perjudiciales. En lo que respecta a
las actividades relativas al desarrollo de la tecnología, el
Relator Especial señala que «la falta de regulación jurí-
dica de estas actividades es una de las grandes lagunas
del ordenamiento jurídico internacional» (ibid., párr.
46). El derecho internacional no regula esas actividades
en cuanto tales pero debería regular los posibles efectos
en el caso de daño apreciable. De este modo, la cuestión
entra en la esfera del desarrollo progresivo del derecho
internacional, como indica el título del tema. También a
este respecto el Relator Especial parece tener ciertas va-
cilaciones sobre algunas cuestiones. Por ejemplo, si se
han de definir en forma más precisa las actividades, en
particular aquellas cuyos efectos son acumulativos o
continuados y a cuyo respecto se podría establecer un
umbral. Otra solución sería prever mecanismos de pro-
cedimiento que permitan a los Estados interesados indi-
vidualizar el riesgo.

20. El cuarto concepto básico, según expresa el Rela-
tor Especial, es el de que el riesgo «puede concebirse co-
mo integrando un continuo con el daño» (ibid., párr.
44). En una primera etapa, en la medida en que el daño
es sólo potencial, se debe hacer hincapié en prevenir y
minimizar la posibilidad de riesgo. Cuando el daño se
produce efectivamente, surge el derecho a la reparación.
El Estado que crea el riesgo incurre en responsabilidad,
pero ésta puede atenuarse a la luz del comportamiento
ulterior del Estado.

21. En los proyectos de artículos 1 y 2 el riesgo se defi-
ne por referencia al daño transfronterizo apreciable.
Por su parte, considera que no hay motivo para que en
ese contexto se utilice el adjetivo «apreciable». El riesgo
es aquí por definición un riesgo capaz de causar «daño
apreciable», por lo que no es necesario agregar el califi-
cativo de «apreciable».

22. El orador sugiere que inmediatamente después del
proyecto de artículo 2 se inserte un nuevo artículo indi-
cando a quién incumbe la responsabilidad de indivi-
dualizar el riesgo. Se ha de prever no sólo la notificación
que debe hacer el Estado de origen sino también la posi-
bilidad de que el Estado afectado se dirija al Estado de
origen y le pida una explicación, como se ha previsto en
el proyecto de artículos sobre los usos de los cursos de
agua internacionales.

23. En lo que respecta al proyecto de artículo 3, apoya
la referencia hecha a los «ámbitos bajo su jurisdicción».

24. Los proyectos de artículos 7 y 8, sobre la coopera-
ción y la participación, deberían complementarse con
disposiciones más precisas que establezcan en términos
concretos la obligación de negociar.

25. Se debería ampliar el texto del proyecto de artícu-
lo 9, relativo a la prevención. No es conveniente que el
proyecto de artículo 10, sobre la reparación, figure tan
al comienzo del proyecto.

26. El Sr. Bennouna estima que el acuerdo marco que
se examina podría alentar a los Estados a interesarse de
un modo más directo en los riesgos inherentes al progre-

so tecnológico, a celebrar acuerdos encaminados a pre-
venir los efectos perjudiciales y a garantizar la repara-
ción cuando éstos tengan lugar. La decisión del Relator
Especial de tener por elemento central del tema el con-
cepto de riesgo tiene la gran ventaja de ofrecer un crite-
rio para distinguir entre la responsabilidad por actos ilí-
citos y la responsabilidad por actividades no prohibidas.
En el primer caso la responsabilidad tiene su fundamen-
to en la culpa; en el segundo caso está basada en el ries-
go. En ambos casos, se debe investigar la cadena de
causalidad para determinar cuál de los dos regímenes es
aplicable.

27. Está de acuerdo en que se remita el proyecto de
artículos al Comité de Redacción para que lo examine a
la luz del debate.

28. El Sr. BEESLEY dice que un punto, al parecer
fundamental, de discrepancia entre los miembros de la
Comisión, es el alcance del tema y si éste no se restrin-
giría demasiado al limitarlo a casos en que el riesgo
apreciable de causar un daño sea manifiesto desde un
comienzo. La sorprende observar cuan leve es en reali-
dad la diferencia que separa a esas dos corrientes de
pensamiento en la materia y que, en su opinión, no se
excluyen mutuamente. Los partidarios de que la eva-
luación del posible riesgo sea un concepto general que
delimite el ámbito de aplicación de los artículos recono-
cen también en que en derecho internacional puede ha-
ber ciertas obligaciones respecto de los accidentes que
ocurran aun cuando el riesgo no se haya considerado
apreciable o ni siquiera previsible. Al mismo tiempo,
existe el temor de que al abacar las obligaciones, en tér-
minos generales/ tanto el riesgo apreciable como el que
no lo es, el régimen resultante sea demasiado oneroso
para el Estado de origen y demasiado restrictivo respec-
to a la soberanía de los Estados.

29. En cambio, quienes se muestran partidarios de la
responsabilidad en los casos en que se cause un daño
transfronterizo apreciable, aun cuando el riesgo no sea
apreciable o previsible, reconocen que las obligaciones
no son necesariamente las mismas. Son relativamente
pocos los miembros que piden la inclusión de una nor-
ma de responsabilidad objetiva y, todavía menos, de
responsabilidad absoluta. En efecto, como se ha
señalado, el ámbito del tema está limitado por los con-
ceptos de daño apreciable y consecuencias físicas. Aho-
ra bien, existe el temor de que imponer las obligaciones
de celebrar consultas, de cooperar y de prevenir el daño
antes de que el riesgo de daño apreciable se haga mani-
fiesto, significaría que toda actividad estaría sujeta
a esas obligaciones de procedimiento. Sin embargo,
muchos de los peores desastres transfronterizos se pro-
ducen tal vez en situaciones en las que antes de que
ocurriera el desastre no se habían evaluado los riesgos
inherentes, y en tales casos la cuestión de la responsabi-
lidad no puede descartarse por la falta de previsión.

30. La previsión humana deja bastante que desear si se
considera, por ejemplo, el caso del Titanic, del que se
decía que no podía hundirse; la radiación nuclear, que
se consideraba inofensiva excepto en dosis masivas; y el
vertimiento de mercurio en la bahía de Minamata, que
no se consideraba como un peligro para la salud huma-
na. Lo mismo sucede en la evaluación post facto del
riesgo existente antes de un accidente como norma de
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responsabilidad. En la práctica, el límite suele ser ar-
bitrario, ya sea que se utilicen las expresiones riesgo
«previsible» o «apreciable»; la persona que sufre un
daño como resultado de una situación de riesgo que se
consideraba riesgo escasamente apreciable, sufrirá lo
mismo que una persona perjudicada como resultado de
una situación de riesgo que por muy poca diferencia se
consideraba riesgo apreciable. No obstante, el Relator
Especial tiene razón al subrayar la importancia de que se
advierta el riesgo, y los principios enunciados en el pro-
yecto de artículos son ciertamente los que corresponde
aplicar en los casos en que el riesgo es apreciable.

31. En este contexto, celebra la propuesta del Sr.
Eiriksson (2048.a sesión, párr. 7), en el sentido de
ampliar el ámbito de los artículos enmendando el pro-
yecto de artículo 1 para que abarque no sólo las si-
tuaciones que crean un riesgo apreciable de causar un
daño transfronterizo sino también, en un inciso b,
«otras actividades que sin crear ese riesgo causan, con
todo, daño transfronterizo». De conformidad con esa
propuesta, el deber de prevención —que abarca la co-
operación y la notificación— se referiría sólo a las acti-
vidades que entrañan un riesgo apreciable, y se dedica-
ría otro capítulo a las actividades que caen en el ámbito
del apartado b. La relación entre el presente tema y el de
la responsabilidad de los Estados se podría tratar en una
cláusula de no exclusión («sin perjuicio de») y, de ser
necesario, se podrían elaborar directrices para la nego-
ciación de la reparación en ambas situaciones. Por su
parte, espera con interés los comentarios de otros
miembros, en particular del Relator Especial, sobre la
propuesta del Sr. Eiriksson.

32. Es cada vez más evidente que no se puede aislar en
compartimientos herméticos el derecho relativo a esfe-
ras interrelacionadas. En particular, esto es aplicable al
derecho del tema que se examina, el derecho de la res-
ponsabilidad de los Estados y el derecho de los usos de
los cursos de agua internacionales para fines distintos de
la navegación. Por ello es necesario armonizar y enlazar
el derecho en esas esferas, pues sería contraproducente e
inaceptable paralizar el desarrollo progresivo del de-
recho en una de ellas a la espera de la evolución de las
otras.

33. Por último, el Sr. Beesley señala a la atención los
párrafos 15, 16 y 30 de la declaración final de la Confe-
rencia Mundial sobre los Cambios Atmosféricos: conse-
cuencias para la seguridad mundial, celebrada en To-
ronto (Canadá) del 27 al 30 de junio de 1988'°, cuyo tex-
to se ha distribuido informalmente a los miembros de la
Comisión. Se requieren enfoques nuevos e imaginativos
para el desarrollo del derecho respecto a las cosas en co-
mún o áreas más allá de la juridicción nacional sobre la
base tal vez de los incentivos además del de la responsa-
bilidad. La Comisión debe mantener su amplitud de mi-
ras respecto de ese desarrollo, tal como lo ha hecho en el
presente período de sesiones.

34. El Sr. BARSEGOV expresa su agradecimiento al
Relator Especial por su cuarto informe (A/CN.4/413),
que representa un paso importante en la solución de uno
de los problemas más complejos del mundo contempo-

" El texto se distribuyó en la Segunda Comisión de la Asamblea
General en el documento A/C.2/41/2 (3 de octubre de 1988).

raneo. El mérito particular del Relator Especial radica
en su esfuerzo por crear un concepto sobre la base de
una evaluación objetiva de la situación existente. Ese
enfoque hace especialmente valioso su informe, que
bien puede servir de base para la labor futura de la Co-
misión. Le complace observar que los miembros están
dispuestos a buscar un entendimiento común, sin el
cual, habida cuenta de la falta de material normativo y
de estudios doctrinales, sería prácticamente imposible
lograr soluciones aceptables para los Estados.

35. Según señala en su informe, el Relator Especial no
cree «que exista una norma en el derecho internacional
general que diga que todo daño debe ser compensado»
(ibid., párr. 39). Es ésta una declaración de hecho fun-
damental que puede preparar el terreno para una evolu-
ción realista del derecho internacional mediante la
creación de normas. No hay desacuerdo en cuanto a la
necesidad de colmar las lagunas existentes, la necesidad
del desarrollo progresivo del derecho internacional en
esta esfera ni respecto al significado práctico del proble-
ma del daño transfronterizo; nadie puede negar que la
solución de ese problema en el marco del derecho inter-
nacional contribuiría a consolidar el ordenamiento jurí-
dico, fortalecer la confianza y promover la cooperación
entre los Estados, así como a prevenir las consecuencias
negativas del progreso científico y tecnológico y la
degradación ecológica.

36. Como se sabe, el orador ha apoyado la elabora-
ción de normas que regulen la responsabilidad objetiva
sobre la base de material normativo concreto en deter-
minadas áreas de actividad —el espacio ultraterrestre,
actividades nucleares y otras—, que tenga en cuenta las
condiciones propias de cada área .y se fundamente en
criterios y normas científicos para evaluar el riesgo, el
daño, etc. La opinión predominante parece ser que en
este caso se debe comenzar el edificio no por sus cimien-
tos sino por el techo: en efecto, el Relator Especial
señala en su informe que

[...] precisamente lo que se busca en los presentes artículos es ubicar
en una etapa anterior a la que corresponde a la confección de acuerdos
pormenorizados respecto a actividades específicas. Esta sería justa-
mente la instancia siguiente, la que estos artículos tienden a crear al
imponer obligaciones generales. (Ibid., párr. 4.)

Por supuesto, la Comisión puede libremente seguir ese
curso, pero si desa comenzar estableciendo obligaciones
generales relativas al daño resultante de una actividad
legítima y, por lo tanto, alentar a los Estados a celebrar
acuerdos concretos sobre responsabilidad por daño
transfronterizo en esferas específicas, la mejor manera
de hacerlo sería formular recomendaciones que los Esta-
dos puedan tomar como referencia a los efectos de su
práctica en materia de tratados. Evidentemente, corres-
ponde a los Estados decidir sobre esta cuestión, y por su
parte, no duda de que llegarán a encontrar las solu-
ciones adecuadas.

37. Uno de los problemas planteados por el Relator
Especial a propósito del tema en estudio, es la definición
de la naturaleza jurídica de la responsabilidad objetiva y
la relación entre el tema y el de la responsabilidad de los
Estados por actos ilícitos. La principal diferencia entre
ambas formas de responsabilidad radica en su naturale-
za jurídica. A diferencia de la responsabilidad por actos
ilícitos, la responsabilidad objetiva se refiere a actos no
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prohibidos. Ese es el motivo por el que le parece prefe-
rible que en el título del tema se emple la expresión
«actividad lícita».

38. También es necesario llegar a un claro entendi-
miento acerca de lo que el Relator Especial entiende en
el proyecto de artículo 1 por «jurisdicción de un Esta-
do». Los actos de un Estado en el ámbito de su territo-
rio no se realizan sobre la base de una jurisdicción otor-
gada por el derecho internacional sino sobre la base de
su soberanía. En derecho internacional, la referencia a
la jurisdicción puede entenderse como una delimitación
de fronteras de las jurisdicciones nacionales entre los
Estados, pero nada tiene que ver con la evaluación de la
licitud de una actividad, salvo que ese aspecto se trate
directamente en una convención internacional.

39. El deseo de establecer una obligación general para
reparar el daño, ha hecho perder de vista el carácter líci-
to del comportamiento. Cuando se infringe una obliga-
ción en el marco de las normas primarias del derecho in-
ternacional, se plantea una cuestión de ilicitud. De ahí
que, una vez esablecidas las normas primarias de com-
portamiento, las consecuencias de una actividad regula-
da dejan de pertenecer a la esfera de la responsabilidad
objetiva. Por lo tanto, se plantea la cuestión de si existe
la obligación jurídica de compensar el daño causado por
actos lícitos.

40. De conformidad con el concepto de responsabili-
dad objetiva, tal como se ha propuesto, las actividades
de riesgo que estén relacionadas con una fuente de pe-
ligro superior al normal constituyen el primer eslabón
de una cadena en que el daño transfronterizo es el últi-
mo; ni el riesgo, ni una actividad de riesgo, ni siquiera el
propio daño pueden servir base de la responsabilidad
objetiva. Según el Relator Especial, el elemento clave
radica en el vínculo causal entre riesgo (o una actividad
de riesgo) y daño. Sin embargo, no está claro cuál es ese
vínculo. En diversos párrafos de su informe, el Relator
Especial ha planteado la idea de que para crear una obli-
gación de compensar el daño transfronterizo que se pro-
duzca bastaría determinar el vínculo causal. Por
ejemplo, dice:

[...] basta que la cadena causal no se interrumpa y cada uno de sus
eslabones se relacione indudablemente con el anterior y así hasta llegar
a la actividad que la originó, para que el resultado pueda atribuírsele,
y con él la eventual responsabilidad. (Ibid., párr. 52.)

Siguiendo la consecuencia lógica del vínculo causal, de-
be reconocerse que cualquier actividad que cause daño
apreciable como su consecuencia directa deberá consi-
derarse como ilícita. El daño en tal caso podría ser, por
ejemplo, la consecuencia de negligencia criminal en la
utilización de una fuente de peligro superior al normal.

41. En la relación entre riesgo y daño tal como se ha
presentado, los casos de fuerza mayor no han recibido
suficiente atención. Al respecto, observa que el Relator
Especial habla de la fuerza mayor como «una concausa:
una causa exterior a la cadena causal normalmente de-
sencadenada» (ibid., párr. 28). Pero, la existencia de la
fuerza mayor en actividades de riesgo de las que resulta
un daño, precisamente confirma el carácter lícito de esas
actividades. De no ser así, y de producirse el daño como
resultado de las consecuencias naturales y normales de
una actividad de riesgo, entonces, lógicamente la activi-
dad debería incluirse entre los actos ilícitos. En reali-

dad, la fuerza mayor, que no puede preverse o prevenir-
se, constituye en cierta forma el elemento decisivo que
divide la responsabilidad por actividades lícitas e ilíci-
tas. Debido a la fuerza mayor, el Estado no tiene
control sobre las actividades de riesgo, lo que en defini-
tiva resulta en un daño transfronterizo derivado de acti-
vidades lícitas. Debido a la fuerza mayor, el concepto
abstracto de riesgo se transforma en un daño concreto,
en el que no sólo no hay un vínculo causal directo a la
correspondiente actividad lícita sino que, de hecho,
representa lo contrario de ese vínculo, en la medida en
que priva al Estado de origen de la posibilidad de apro-
vechar los resultados de su actividad lícita. Por ello, si la
actividad de riesgo no sobrepasa los límites de la licitud,
sólo podrá hablarse de daño en el caso de fuerza mayor.

42. Por lo tanto, si la Comisión no tiene el propósito
de ir más allá del marco del tema, debe plantearse la
cuestión en términos de compensación por el daño
causado como resultado de una actividad lícita, en cuya
ejecución el Estado no desea que se produzcan conse-
cuencias perjudiciales y hace lo posible por prevenir esas
consecuencias. Este enfoque de la responsabilidad obje-
tiva estaría en consonancia con la práctica interna y la
doctrina jurídica. Sin embargo, lo que es válido al inte-
rior de las fronteras de un Estado puede suscitar dificul-
tades en el contexto de las relaciones interestatales. Por
lo tanto, se plantea la cuestión de si se puede atribuir
responsabilidad a un Estado por algo que no ha hecho o
no ha tenido el propósito de hacer y no ha podido impe-
dir. Es evidente que el tema requiere mayor elaboración.
En vez de sustituir el daño por el riesgo sería mejor de-
terminar en forma más precisa la relación que existe
entre todos los elementos del concepto a la luz de su fun-
ción pública.

43. Al referirse a los eslabones primero y último de la
cadena, observa que en toda actividad lícita hay un cier-
to grado de riesgo y que lamentablemente tampoco se
puede evitar un cierto grado de daño. Si se atribuyera
responsabilidad por todos los actos que causan daño,
habría que reconocer la responsabilidad de todas y cada
una de las personas. Sería por ejemplo considerar que
cada miembro de la Comisión que fuma es responsable
porque al consumir el oxígeno daña la salud de los
demás.

44. Es comprensible el deseo del Relator Especial de
introducir el concepto de «riesgo apreciable»; según sus
propios términos, se trata de evitar una «situación ina-
ceptable» en la que «prácticamente cualquier actividad
nueva debería ser sometida al escrutinio de los Estados
eventualmente afectados» (ibid., párr. 29). Por ese mo-
tivo, se establece un «umbral» más, por debajo del cual
no habría responsabilidad (ibid., párr. 30).

45. El Relator Especial reconoce que en esta materia
resulta poco menos que imposible cuantificar. Habría
podido ceder a la tentación de dejar totalmente de lado
el concepto de riesgo limitándose al daño efectivo, pero
afortunadamente, por varias razones, no lo ha hecho.
En primer término, el Relator Especial desea fundamen-
tar su enfoque de ese tipo especial de responsabilidad en
conceptos establecidos en diversos sistemas jurídicos,
como el de riesgo grave, tratando de que ese enfoque sea
lo más realista posible. El Relator Especial también de-
sea encontrar bases para la cooperación. Pero ¿cómo se
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podría cooperar en la prevención de algo que todavía no
existe?

46. El proyecto de artículo 6 es la piedra angular del
concepto previsto por el Relator Especial. En ese artícu-
lo, el concepto de la cooperación para prevenir las con-
secuencias perjudiciales del daño transfronterizo está
basado en la presencia del riesgo. El Relator Especial
tiene razón en cuanto considera que el objetivo del pro-
yecto de artículos no es sólo lograr una compensación
equitativa por el daño sino también impedir las conse-
cuencias perjudiciales, por ejemplo, la contaminación,
etc. Un objetivo de esa naturaleza no podría lograrse sin
la cooperación.

47. A su juicio, las disposiciones del proyecto de artí-
culo 7 relativas a la cooperación, reflejan un alto grado
de civilización y una profunda comprensión de los inte-
reses vitales de la humanidad. El artículo 7 ocupa una
posición clave en el conjunto de artículos y en la solu-
ción del problema en su conjunto. Ese artículo refleja el
buen criterio tanto del Relator Especial como de la Co-
misión y la posibilidad de actuar a nivel de los valores
humanos más importantes, tanto en lo que respecta a la
equidad y la armonización de los intereses de todas las
partes afectadas como al anhelo de contribuir al progre-
so de la civilización. Por consiguiente, se opondrá cate-
góricamente a la supresión del artículo 7.

48. El Relator Especial no ha omitido un factor muy
importante, desde el punto de vista del desarrollo huma-
no, a saber, que el tipo de actividad a que se refiere el
proyecto de artículos sea útil «no sólo para el Estado en
que se emprendía [...] sino también para el que resulta-
ba ocasionalmente afectado por el perjuicio» (ibid.,
párr. 113). También ha reconocido que «las medidas de
prevención adoptadas podían imponer sobre el Estado
de origen considerables erogaciones, que debían ser traí-
das a colación en el momento de reparar». El Relator
Especial ha señalado que «de las actividades de riesgo
emanadas de la tecnología moderna todos son víctimas
y victimarios», y además, como «ellas se desarrollan en
casi todos los países [...] los afectados de hoy pueden ser
los Estados de origen de mañana» (ibid.).

49. El Relator Especial adopta de manera equilibrada
el establecimiento de un régimen de reparación por daño
en las situaciones en que no existe un régimen convenido
mediante tratado, ya sea bilateral o multilateral. Parte
del supuesto de que el país en el que ocurre un siniestro
«no deberá soportar 4'exclusivamente" el daño que
sufra como consecuencia de una actividad de riesgo»
(ibid., párr. 112). El daño debe apreciarse «no en la
exacta medida del deterioro individual producido por el
siniestro de que se trate, sino del mismo deterioro pero
en relación con otros factores», lo cual hace que la vícti-
ma tenga que «soportar en alguna medida el daño que le
resulta» (ibid.).

50. En consecuencia, se deben tener en cuenta los es-
fuerzos hechos por los países para hacer frente a las
fuentes de riesgo grave, no sólo mediante la prevención
sino también mediante una acción rápida y lo más
amplia posible para limitar las consecuencias perjudi-
ciales; esos esfuerzos son indispensables no sólo por una
cuestión de equidad sino también por la necesidad de re-
ducir el número de víctimas y su exposición a los efectos

perjudiciales. En este sentido, es imposible no men-
cionar acontecimientos trágicos como el de Chernobil, y
los cuantiosos recursos físicos así como los generosos es-
fuerzos desplegados para reducir no sólo las consecuen-
cias «nacionales» sino también los efectos transfronteri-
zos. De ahí que sea muy importante la filosofía propues-
ta por el Relator Especial como base para solucionar el
problema de la reparación por daños, a saber, que el
trato equitativo dado a un país no pase a ser castigo pa-
ra otro que actúa como «pionero» del adelanto científi-
co y tecnológico. Felicita al Relator Especial por el enfo-
que humanista que ha adoptado pero le sorprende y de-
salienta que en el debate se haya expresado la opinión de
que no corresponde a la Comisión ocuparse de ese as-
pecto del problema y que se debería elaborar una con-
vención enfocada hacia las víctimas. Es indudable que
en la elaboración conceptual de este tipo particular de
responsabilidad se debe tener en cuenta el interés de las
víctimas de los efectos transfronterizos, pero el futuro
instrumento debe enfocarse sobre el interés de toda la
humanidad, sobre la prevención del deterioro ecológico
y la promoción del progreso científico y tecnológico.

51. Las disposiciones del artículo 3, sobre la atribu-
ción de responsabilidad, establecen claramente que el
Estado de origen tiene obligaciones relacionadas con la
reparación si conoce o tenía los medios de conocer que
una actividad de riesgo se llevaba a cabo en un área bajo
su jurisdicción. Por su parte, hace suya la opinión de
otros miembros de la Comisión de que lo único que
puede hacer un Estado es facilitar el procedimiento para
hacer valer la responsabilidad de las personas naturales
y jurídicas por el daño causado. Un miembro ha dicho
que se podría considerar a los países miembros del
CAEM, a diferencia de los países capitalistas, respon-
sables de todo porque saben todo lo que pasa. En su
opinión, el grado de conocimiento que tiene el Gobierno
de los Estados Unidos de América de lo que sucede en
ese país no es menor que el que tiene el Gobierno de la
Unión Soviética en su territorio. Pero no se trata de eso;
lo importante es que no se tengan en cuenta los cambios
fundamentales registrados en la economía de la Unión
Sovitica y de otros países socialistas. Por ejemplo, la
Unión Soviética ha aprobado una ley que otorga a las
empresas plena independencia económica; ésta es una
de las principales áreas de la perestroika y sus trascen-
dentes consecuencias.

52. El problema de la atribución de responsabilidad es
especialmente importante en el caso de los países en de-
sarrollo. El Relator Especial señala que el punto de par-
tida de la atribución es territorial, pero que es necesaria
una condición más: «que el Estado conozca, o tenga
medios de conocer, que dicha actividad se está realizan-
do en su territorio o en zonas bajo su control (ibid.,
párr. 61). También expresa la expresión de que se consi-
dera que el Estado tiene, en principio, los medios de
conocer, a menos que se pruebe lo contrario (ibid.,
párr. 70). En otras palabras, normalmente se considera
que un Estado es capaz de conocer que se desarrolla una
actividad. El Relator Especial reconoce que «podría, sin
violencia, asignarse directamente al Estado de origen las
responsabilidades del proyecto simplemente si la cadena
causal lleva a su territorio» (ibid., párr. 68). Esas propo-
siciones, que son esenciales para la concepción de todo
el proyecto, ponen a los países en desarrollo en una difí-
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cil situación. Muy a menudo estos países no pueden co-
nocer o controlar actividades llevadas a cabo en su terri-
torio por empresas extranjeras y no está en absoluto cla-
ro cómo el requisito de «los medios de conocer» prote-
gería a los países en desarrollo, como sostiene el Relator
Especial (ibid., párr. 69). El problema que surge respec-
to de la responsabilidad de una entidad por un daño no
vinculado a sus acciones afecta a todos los Estados y el
proyecto de artículos debería prever una solución para
todas esas situaciones.

53. El Sr. Sreenivasa RAO dice que el tema de que tra-
ta el cuarto informe (A/CN.4/413) ha suscitado grandes
expectativas en la comunidad internacional. Los proble-
mas a que se refiere son de gran actualidad y compleji-
dad y su examen ofrece amplias posibilidades de innova-
ción. La Comisión, en cuanto órgano al que se le ha en-
comendado el desarrollo progresivo y la codificación del
derecho internacional, debe tratar de establecer un con-
junto de principios de fácil reconocimiento que los Esta-
dos y otras entidades puedan aplicar en casos concretos
de daño. Si bien su carácter específico ha de ser el factor
que oriente el desarrollo de esos principios, no se deben
perder de vista los objetivos básicos de lograr un medio
ambiente mundial seguro y viable y de prevenir y mini-
mizar el daño en el contexto de la consecución de las me-
tas del desarrollo, pero sin llegar a impedirla.

54. Si los objetivos básicos se conciben en estos térmi-
nos generales, el concepto de responsabilidad pasa a ser
sólo una parte en el marco de trabajo total. Algunos
oradores, haciendo hincapié en los amplios objetivos del
tema, han instado a que se adopte una actitud realista en
cuanto a lo que puede lograrse mediante el proyecto de
artículos, y a que se haga una evaluación pragmática
acerca de lo que podría lograrse mediante otros meca-
nismos: movilizar la opinión pública, elaborar leyes y
reglamentos con finalidades de promoción, así como
normas internacionales, y establecer los mecanismos
institucionales que provean la ayuda, asistencia y pericia
para hacer frente a las situaciones de desastre. Conside-
ra que la Comisión debe orientar su labor con miras a
una concepción más amplia del tema. Los objetivos
pueden y deben ser ambiciosos, pero deberían formular-
se en términos claros y directos y vincularse a otros pro-
cesos.

55. La Comisión no tiene que preocuparse demasiado
en la presente etapa por la interrelación con conceptos
relativos a otros temas que se examinan, ya que de
hecho esa interdependencia puede ser muy útil. Por ello,
le parece que no se deben adoptar posiciones que limiten
o restrinjan las perspectivas de la Comisión. Por
ejemplo, es posible que en el contexto de los usos de los
cursos de agua internacionales para fines distintos de la
navegación el concepto de daño apreciable se entienda
de otro modo que en el tema de las consecuencias perju-
diciales de actos lícitos; cualquier diferencia en el de-
sarrollo de los conceptos pertinentes puede, si es necesa-
rio, refinarse en una etapa posterior del trabajo.

56. Tampoco le procupa demasiado lo que puede con-
siderarse como una finalidad de promoción, a diferen-
cia de lo que seria una obligación concreta establecida
en el proyecto de artículos, que no es necesario que sea
únicamente un conjunto de principios básicos; podría
ser una amalgama de disposiciones generales que desta-

quen la necesidad de lograr ciertos objetivos y de obliga-
ciones concretas, por ejemplo, la de no causar daño. No
debe permitirse que la decisión de elaborar un acuerdo
marco en lugar de un proyecto de convención limite el
tipo de principios que sea pertinente enunciar en el pro-
yecto.

57. Muchos de los conceptos ya examinados en rela-
ción con el tema de las consecuencias perjudiciales de
actos lícitos son todavía más fuente de problemas que de
soluciones. Desde luego, ello es propio de un proceso de
desarrollo de principios en una esfera compleja y el Re-
lator Especial no debe desalentarse por las críticas
hechas.

58. El proyecto que ha de elaborarse para lograr un
código aceptable de responsabilidad no debe estancarse
por la búsqueda de actos «no prohibidos» por el de-
recho internacional; la formulación negativa «no prohi-
bidos» en el título del tema debería limitar la reflexión
de la Comisión y, en su opinión, es mejor evitarla, como
sugieren otros miembros. No es de temer que queden la-
gunas en el derecho internacional, pues el carácter vivo
de la ley, tanto en el sistema interno como en el interna-
cional, permite que siempre se encuentren soluciones, ya
sea mediante interpretaciones creativas de principios
disponibles y/o por medio de «innovación judicial».

59. La principal preocupación de la Comisión ha de
centrarse en los principios relativos al daño causado a
un Estado por las actividades de otro Estado. Evidente-
mente, esa situación entraña una cuestión de responsa-
bilidad porque los derechos de los demás deben tenerse
en cuenta en un planeta pequeño como la Tierra. Es na-
tural que no se permita causar daños incontrolados y la
tarea de la Comisión es determinar cómo ha de ser ese
control. La perspectiva debe extenderse ampliando el
ámbito del tema, como manifiestan el Sr. Calero Rodri-
gues y el Sr. Tomuschat (2045.a sesión), el Sr. Francis
(sesiones 2048.a y 2049.a) y el Sr. Beesley, de modo que
no sólo se enfoquen las partes inmediatamente invo-
lucradas sino también los objetivos sociales que cumple
la actividad de que se trate. El costo de las medidas de
prevención necesarias no ha de ser superior a los benefi-
cios de la actividad cuyos efectos perjudiciales se desea
evitar.

60. Por supuesto, la situación es muy diferente en el
caso de actividades extremadamente peligrosas que
entrañan el riesgo de desastres masivos, como los acci-
dentes producidos en Bhopal y Chernobil. Para hacer
frente a la situación en tales casos se requiere un enfo-
que global, no sólo de la cuestión de la responsabilidad
sino también de aspectos como el socorro, la rehabilita-
ción y la asistencia internacional.

61. El orador está de acuerdo con la sugerencia del Sr.
Tomuschat de que la Comisión individualice algunas es-
feras de preocupación; el proyecto de artículos puede
abarcar las condiciones para la existencia de responsabi-
lidad; las circunstancias atenuantes; la naturaleza y la
amplitud de la reparación necesaria; la relación entre
causa y daño; la cuestión de la carga de la prueba; la
obligación de cooperar, de notificar y de compartir la
información sobre la existencia del riesgo; y, como han
sugerido el Sr. Tomuschat y el Sr. McCaffrey (2045.a se-
sión), las consecuencias de la negligencia.
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62. Además, el tema de la responsabilidad puede ba-
sarse sobre los principios de derecho internacional gene-
ralmente aceptados: el respecto por la soberanía e in-
tegridad territorial del Estado, la prosecución por los
Estados de sus derechos e intereses dentro de los límites
de la «racionalidad», el arreglo de los intereses múltiples
sobre la base del interés común, y principios ya de-
sarrollados en materia del derecho del mar, espacio
ultraterrestre, utilización de la energía nuclear y de la
Antartica, incluyendo los principios formulados en la
Declaración de Estocolmo1 1 y en las Normas de Helsinki
sobre el uso de las aguas de los ríos internacionales12.
Más aún, la Comisión debe tratar de llegar a un concep-
to y a un marco de trabajo de la responsabilidad que
ponga de relieve el concepto de riesgo esencialmente en
el contexto de un enfoque preventivo, como sugieren el
Sr. Tomuschat y el Sr. Beesley, relacionándolo en for-
ma amplia al «daño», «perjuicio» o «consecuencias per-
judiciales». En otras palabras, la Comisión debe consi-
derar y así limitar el concepto de responsabilidad no co-
mo un instrumento de castigo, sino como un medio para
estimular medidas de prevención y administración co-
mún de actividades de interés comunitario general perti-
nentes a una nueva ética de desarrollo, transferencia de
recursos y tecnología.

63. Algunos de los oradores que lo han precedido han
criticado el carácter subjetivo del concepto de daño
apreciable. Pero, ya sea que se empleen los términos
«apreciable», «significativo» o «sustancial», la cuestión
es determinar si el daño excede los límites de lo que es
aceptable por un consenso común expresado en los
acuerdos bilaterales y multilaterales pertinentes. En su
opinión, no cabe ignorar la existencia de tales límites o
umbrales, aun cuando no necesariamente deben expre-
sarse en el cuerpo del proyecto de artículos. Convendría
también que la Comisión recomendara a los Estados
que cuando sea posible establezcan tales umbrales al
concertar acuerdos en el plano bilateral o multilateral,
habida cuenta de la naturaleza de las actividades de que
se trate. En este aspecto, las organizaciones interna-
cionales competentes y las comisiones independientes
tienen un importante papel que desempeñar en la clarifi-
cación de políticas y en la identificación de modelos
aplicables.

64. Como ya se ha señlado, el principio básico es el de
que ningún Estado tiene derecho a causar daño a otros
en el ejercicio de sus propios derechos. El concepto de
«responsabilidad» debe definirse en forma amplia para
que incluya no sólo al Estado o a las autoridades del Es-
tado sino también a otras entidades que operan en una
esfera particular y ejercen un control efectivo de sus ac-
tividades. En cuanto a los conceptos de «jurisdicción» y
«control», cabe observar que en el caso de las empresas
multinacionales, la jurisdicción es un concepto muy
complejo que exige un enfoque muy cuidadoso como ha
señalado el Sr. Graefrath (2074.a sesión). En efecto, en
el transcurso del tiempo las empresas multinacionales
han desarrollado distintos mecanismos de acción que no

" Véase 2044.a sesión, nota 8.
'•' Aprobadas por la Asociación de Derecho Internacional en 1966;

véase I LA, Repon of the Fifty-second Conference, Helsinki, /966,
Londres, 1967, págs. 484 y ss; reproducido parcialmente en
Anuario... 1974, vol. II (segunda parte), págs. 389 y ss., documento
A/CN.4/274, párr. 405.

encajan claramente en la jurisdicción de ningún Estado;
en efecto, se puede decir que una simple mirada a la ju-
risdicción y control no sería suficiente para considerar
asuntos como los impuestos, cuestiones de antimonopo-
lio y responsabilidad que involucren a las empresas mul-
tinacionales. Por lo tanto, es muy importante que el
concepto de jurisdicción no se limite de modo que impi-
da a la Comisión examinar el papel de las empresas mul-
tinacionales aun cuando éstas estén técnicamente en el
marco de la jurisdicción de los Estados.

65. Por otra parte, al contrario de los Estados, las
empresas multinacionales están motivadas por la necesi-
dad de hacer ganancias solamente. De ahí que toman el
«riesgo» y aceptan la responsabilidad, especialmente
por cuanto, a diferencia de la mayoría de los Estados,
tienen los medios para prevenir, minimizar o manejar el
daño cuando ocurre en un momento dado. El orador,
por tanto, comparte plenamente las opiniones formula-
das por el Sr. Barsegov, y anteriormente por el Sr. Ra-
zafindralambo (2048.a sesión) y el Sr. Graefrath. Por
consiguiente, el proyecto de artículo 3, en particular,
debería volver a redactarse abarcando no sólo áreas, si-
no también actividades, bajo el control efectivo del Es-
tado de origen, entendiendo que el término «Estado» no
comprende la responsabilidad de otras entidades, en que
pueda mostrarse que éstas tienen un control efectivo
sobre una actividad. La Comisión debería tratar de la
responsabilidad de tales entidades directamente en el
proyecto de artículos.

66. Por último, el orador señala la importancia de que
la Comisión no se conforme con una estructura de in-
vestigación sin cambios cuando trata de la estructura de
la responsabilidad internacional que cambia. Tiene con-
fianza en que la Comisión encontrará el correcto
equilibrio al tratar del concepto de la responsabilidad
centrándola no sólo en el Estado o las autoridades de los
Estados, sino también en todas las otras entidades, tales
como las empresas multinacionales; tratando del
«daño» o «perjuicio» sin restringirlo indebidamente al
«riesgo»; abordando factores tales como la prevención,
la debida diligencia, la seguridad, y la ayuda de emer-
gencia mundial y los sistemas de gestión; y teniendo en
vista el fomento de la aplicación de la ciencia y la tecno-
logía al desarrollo de una forma consistente con el obje-
tivo básico de alcanzar un medio ambiente seguro y du-
radero desde una perspectiva intergeneracional.

67. El Sr. KOROMA felicita el Relator Especial por su
cuarto informe (A/CN.4/413) erudito, lúcido e intere-
sante sobre un tema que se suma a los esfuerzos de la co-
munidad internacional para prevenir la contaminación
de la atmósfera. A este respecto, menciona la conferen-
cia celebrada en Toronto la semana anterior para exami-
nar el derecho internacional de la atmósfera en paralelo
al derecho del mar, y observa complacido que el Sr.
Beesley también se ha referido a ella (párr. 33 supra)
distribuyendo informalmente un documento sobre el
particular.

68. Al proseguir sus trabajos sobre el presente tema, la
Comisión debe tener en cuenta las objeciones formula-
das por varios sectores influyentes. No se puede recha-
zar esa oposición calificándola de ideológica y la Comi-
sión no ha de escatimar sus esfuerzos por disipar toda
duda actualizando continuamente su labor y tomando
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nota de los hechos registrados en esta misma esfera en
otros sectores de la comunidad internacional. De ese
modo, la Comisión demostrará que el tema es importan-
te y extremadamente pertinente.

69. Todos los miembros de la Comisión han llegado a
un acuerdo acerca de la norma primaria de que ningún
Estado tiene derecho a causar daño a otro en el ejercicio
de sus actividades, ya sean lícitas o ilícitas, y que, de
ocurrir el daño, el Estado de origen debe dar reparación
o pagar indemnización al Estado afectado. Ese princi-
pio debe formularse al comienzo mismo del proyecto,
de modo que figure incluso antes del artículo sobre el
ámbito de aplicación. Ese principio es una norma
ampliamente aceptada en el derecho internacional gene-
ral, en la jurisprudencia de la CDI y en muchos instru-
mentos jurídicos internacionales, y no hay motivo para
temer que sea un obstáculo en el adelanto de la ciencia y
la tecnología. Desde luego, la formulación actual podría
enmendarse a fin de atender a cualquier objeción justifi-
cada.

70. En la introducción a su informe, el Relator Espe-
cial señala que el proyecto se sitúa en un momento en
que «un Estado, habiendo individualizado una activi-
dad de riesgo en su interior, advierte que la conti-
nuación de esa actividad lo coloca, junto con los even-
tuales Estados afectados, en una situación nueva»
(A/CN.4/413, párr. 4). La situación así descrita puede
interpretarse de distintas maneras. La actividad puede
ser realizada por un tercero sin el conocimiento del Esta-
do en cuyo territorio se lleva a cabo; el riesgo puede sur-
gir como resultado de la fuerza mayor; o es posible que
la actividad no entrañe en un comienzo ningún riesgo, y
que éste se descubra más tarde. En todo caso, el Estado
no podrá individualizar esa actividad mientras no se
produzca un daño y surja la necesidad de reparar. En
consecuencia, el Estado que inicia en su territorio una
actividad de riesgo, es responsable por el daño transfon-
terizo que se produzca.

71. Más adelante, el Relator Especial observa que en el
presente caso, las únicas obligaciones son «las que dicta
el deber general de cooperación: notificar, informar,
prevenir» (ibid., párr. 6). Aunque no es su deseo dismi-
nuir la importancia de ese deber general, y si bien está de
acuerdo en especial con el Sr. Barsegov en cuanto a la
necesidad primordial de prevenir la contaminación,
considera que el principio de la responsabilidad que ha-
ce que deba haber indemnización o reparación cuando
se produce un daño, reviste mayor importancia y no de-
be asociarse a la obligación de cooperar. Confía en que
esta cuestión vuelva a examinarse más adelante.

72. En su presentación verbal (2044.a sesión), el Rela-
tor Especial ha expresado el temor de que si se reconoce
la primacía de la norma de la reparación del daño se lle-
gue a un proyecto consistente en un artículo único. No
es éste el caso y, además, el texto que se elabore tampo-
co debe ser obligatoriamente una convención sino
que puede revestir la forma de directrices o principios
rectores.

73. El significado del proyecto de artículo 1 sería más
claro si se enmendara como sigue:

«Los presentes artículos se aplicarán a las activida-
des que se desarrollen en el territorio de un Estado o

bajo su jurisdicción, o en un territorio bajo su control
efectivo, cuando esas actividades causen un daño
trans fronterizo.»

A su juicio, la referencia al territorio es fundamental. El
propósito del Relator Especial al omitirla ha sido asegu-
rar que el artículo abarque los buques y otros objetos,
como los aviones, las naves espaciales y las instalaciones
petroleras, evitando al mismo tiempo incurrir en la fic-
ción legal de que tales objetos forman parte del territo-
rio del Estado que ejerce control sobre ellos. La cuestión
tal vez pueda solucionarse redactando dos artículos se-
parados, uno sobre las actividades realizadas en el terri-
torio de un Estado —lo que constituye sin duda la cate-
goría principal de actividades que se examinan— y otro
sobre las actividades relacionadas con objetos extra-
territoriales que están bajo la jurisdicción de un Estado.

74. En lo que respecta al concepto de riesgo apre-
ciable, la base jurídica de la responsabilidad es el daño
causado y no el riesgo creado. El riesgo es mayor cada
año por lo que el concepto de riesgo no constituye una
base sólida para el proyecto de artículos.

75. El orador está plenamente de acuerdo con los tres
principios expuestos en el párrafo 85 del informe del Re-
lator Especial (A/CN.4/413), pero desgraciadamente el
proyecto, tal como está redactado, no parece haber sido
elaborado sobre la base de esos principios. Por ello, ins-
ta al Relator Especial a que continúe sus trabajos según
los principios que él mismo ha enunciado.

76. El PRESIDENTE informa a los miembros de la
Comisión que en la semana anterior ésta ha utilizado
todo el tiempo de trabajo que se le había asignado, y
15 minutos más.

Se levanta la sesión a las 13.05 horas.
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